SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°124
RADICACIÓN:66001310900120170008401
ACCIONANTE:  JOSÉ ANTONIO PÉREZ M.
EN REP.JEFFERSON VARGAS MENESES

CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 09 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo 
Radicación Nro. :

 66001310900120170008401

Accionante: 


JEFFERSON VARGAS MENESES
Accionado:
  SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO A LA SALUD / REALIZACIÓN DE PROCEDIMIENTO QUIRÚRGICO / PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS MÉDICOS. [N]o puede dejarse desprotegido el accionante, quien requiere de la protección de su derecho a la salud, para que de manera urgente se le brinde el servicio que fue solicitado mediante este amparo, en aras de continuar con su tratamiento médico, y los que a futuro le sean ordenados en razón la patología que padece actualmente. En esas condiciones, al haberse acreditado que el señor JEFFERSON VARGAS MENESES no está afiliado a ninguna EPS, y apenas hace poco se diligenció la documentación necesaria para ser incluido en la base de datos del SISBEN, es la Secretaría de Salud Departamental la que debe prestarle las atenciones que requiere por intermedio de las instituciones con las que tenga contrato para tal efecto, y con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, componente destinado a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda. Y en el evento de determinarse que la póliza existe y no se han superado los topes de cobertura, puede efectuar el correspondiente recobro a la aseguradora respectiva.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (9) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación No 1215
                                                  Hora: 2:40 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela interpuesta a favor del señor JEFFERSON VARGAS MENESES. 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se pueden concretar así: (i) el señor JEFFERSON VARGAS MENESES se accidentó en una motocicleta, a consecuencia de lo cual fue internado en la Clínica Pinares Médica de esta ciudad; (ii) luego de la revisión médica se le diagnosticó “traumatismo superficial de la cabeza, de otras partes del tórax, del abdomen, de la región lumbrosacra y de la pelvis, y del antebrazo”; (iii) en la citada clínica le ordenaron el procedimiento de “reducción abierta de fractura en diáfisis de cubito y radio con fijación interna de dispositivos de fijación u osteosíntesis”, el cual no ha sido realizado debido a que se agotó el SOAT, y la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda tampoco ha autorizado la intervención requerida; y (iii) dicho ciudadano se encuentra vinculado al SISBEN, y por fuera del Sistema de Seguridad Social en Salud, y se le niega la protección establecida en la Ley 100/93 y en la 1751/15.
Con fundamento en  lo anterior, solicita la protección del derecho a la salud, y en consecuencia se ordene a las accionadas que dentro del término improrrogable de 48 horas dispongan la atención prioritaria e integral del señor JEFFERSON VARGAS MENESES, para que le sea realizado el procedimiento ordenado por el médico tratante, lo que también se invocó como medida provisional. Así mismo, pide se realicen los trámites pertinentes para que lo vinculen a una EPS.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El trámite correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que admitió la acción, corrió traslado a las accionadas -IPS PINARES MÉDICA, Secretaría de Salud Departamental de Risaralda y Fondo de Solidaridad y Garantía-. De igual forma, vinculó a la Secretaría de Desarrollo Social y Político de Pereira-Sisben, la Compañía de Seguros Mundial y el Ministerio de Salud y Protección Social. 
-La Secretaria de Desarrollo Municipal indicó que no es cierto que el señor JEFFERSON VARGAS se encuentre vinculado al SISBEN del municipio de Pereira, ya que si bien anexó constancia del trámite adelantado por él para el efecto en septiembre 05 de 2017, información que es inocua hasta que sea validada por el Departamento Nacional de Planeación-DNP, lo cual no ha ocurrido, toda vez que de conformidad con lo establecido en la Resolución N°4743 de 2016 la  información debe remitirse en el periodo comprendido entre el 25 y el 27 de septiembre del presente año, por cuanto en dicho lapso se habilita la plataforma.
No es cierto que esa secretaría por intermedio del SISBEN haya negado la protección en salud del accionante, debido a que no se encargan de prestar ese servicio, por cuanto el SISBEN es un instrumento de recolección de información de las condiciones socioeconómicas de los ciudadanos adscrito  al DNP, con el propósito de que se desarrollen políticas sociales para distribuir los diferentes beneficios otorgados por el Estado; por tanto, no se ha vulnerado ningún derecho fundamental al accionante, y solicita su desvinculación del trámite.

La Secretaría de Salud Departamental de Risaralda afirma que esa entidad no está vulnerando derecho alguno del tutelante, ya que no corresponde a ésta gestionar ni ordenar la afiliación, traslado o retiro de una persona y/o su grupo familiar al SISBEN, puesto que dicho trámite deberá ser adelantado ante el municipio de Pereira, al ser este el lugar de domicilio del accionante, ya que la encuesta de inclusión o asignación de una EPS-S es competencia única y exclusiva de los municipios, de conformidad con lo ordenado por la Ley 715/01. Agrega que la aplicación, implementación y administración del SISBEN está a cargo del Alcalde por intermedio de sus diferentes despachos, por lo que nada tiene que ver esa secretaría en la aplicación de las referidas encuestas ni en el desarrollo de los trámites administrativos relativos al DNP.
De conformidad con lo referido, solicita se ordene al Municipio de Pereira actualizar, ingresar y asignar una EPS-S al accionante, y ordenar a la misma que realice los trámites pertinentes para agilizar la activación de los servicios del régimen subsidiado, y desvincular a esa decretaría de cualquier responsabilidad.
-El Asesor Jurídico de SEGUROS MUNDIAL señaló que una vez revisada la base de datos de esa compañía se constató que con el número de cédula del señor JEFFERSON VARGAS no se ha formalizado ninguna reclamación por parte de los prestadores de servicios de salud que lo atienden, y tampoco en el escrito de tutela se allegaron anexos en ese sentido. De igual forma, indicó que en la narración hecha en la demanda no se refirieron las circunstancias de tiempo, modo y lugar del accidente, la placa de identificación del vehículo o vehículos involucrados, datos que servirían para establecer si existe una póliza SOAT emitida por esa empresa.

Precisó que esa compañía al igual que las demás autorizadas para expedir el Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito en virtud del contrato de seguro, no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumir de manera directa la prestación de servicio de salud, conforme lo previsto en el Decreto Ley 663/93 y Decreto 056/15, y lo señalado en la sentencia T-558/13.
Refiere que la jurisprudencia constitucional ha desarrollado el principio de atención integral de los pacientes víctimas de accidentes de tránsito, que consiste en la obligación de las IPS de brindar los mecanismos más expeditos para su atención, desde el momento de su atención inicial de urgencias hasta su rehabilitación. De igual forma, ha precisado que el pago de las referidas atenciones inicialmente puede facturarse a cargo de la póliza de SOAT, hasta por 800 s.m.l.m.v. en la fecha del evento.
Concluye entonces que SEGUROS MUNDIAL no ha vulnerado ni amenazado ningún derecho fundamental del accionante, y por el contrario ha estado presta a indemnizar a los prestadores de servicios de salud, en aras de garantizar la atención médica del accionante. Señala que la IPS CLÍNICA PINARES MÉDICA y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda son las entidades sobre las cuales recae la obligación de garantizar la atención integral en salud del señor VARGAS MENESES, o remitirlo a un prestador de servicios que esté en capacidad de darle continuidad al tratamiento médico que demanda, y están facultadas para cobrar directamente a la empresa aseguradora que expidió el SOAT los costos de los servicios prestados hasta la cuantía referida.

-El Director Jurídico del Ministerio de Salud y Protección Social señaló que la acción es improcedente frente a esa cartera, ya que no ha violado ni amenazado los derechos fundamentales invocados por el tutelante, puesto que como ente rector en materia de salud le corresponde la formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y proyectos de salud y del Sistema General de Seguridad Social en Salud, así como dictar las normas administrativas-técnicas y científicas de obligatorio cumplimiento, por lo que en ningún caso será responsable de la prestación de los servicios médicos. La entidad a la que le corresponde solucionar el inconveniente de afiliación o retiro que presenta el tutelante es a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.

Una vez verificada la base de datos BDUA se advierte que el señor JEFFERSON VARGAS MENESES se encuentra retirado del sistema de salud, por lo que la veracidad de la información allí contenida es la fuente de la información, esto es, la EPS y el ente territorial respectivo, conforme lo previsto en la Resolución 4622/16.
En lo atinente a la población no afiliada de acuerdo con lo consagrado en el artículo 32 de la Ley 1438/11 dichas personas que demuestren no tener capacidad de pago deben ser atendidas por la entidad territorial competente mediante la entidad pública o privada con la que tenga contrato con cargo a los recursos de oferta que para el evento debe destinar.
Señala que en el artículo 66 de la Ley 1753/15 se previó la creación de una entidad de naturaleza especial con personería jurídica, autonomía administrativa y financiera y patrimonio autónomo, y mediante el Decreto 546 de 2017 se dispuso que la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud –ADRES a partir de agosto 01 de 2017 sería la encargada de administrar los recursos del sistema, con el fin de garantizar el adecuado flujo y los respectivos controles; por tanto, a partir de esa fecha todas las notificaciones de procesos judiciales y administrativos, solicitudes, comunicaciones y atención de peticiones, quejas y reclamos dirigidas a la extinta Dirección de Administración de Fondos de la Protección y al FOSYGA, a su administrador fiduciario o al Consorcio SAYP 2011, serán atendida por la referida entidad.

3.2-. Dentro del término constitucional y legal (septiembre 20 de 2017) profirió sentencia mediante la cual amparó el derecho a la salud del señor JEFFERSON VARGAS MENESES, y en consecuencia, ordenó a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, suministrara al actor por intermedio de su red prestadora pública o privada, el procedimiento quirúrgico de “reducción abierta de fractura en diáfisis de cubito y radio con fijación interna de dispositivos de fijación u osteosíntesis”, y los demás que sean prescritos por el médico tratante para el manejo de la patología de “traumatismo superficial de la cabeza, de otras partes del tórax, del abdomen, de la región lumbrosacra y de la pelvis, y del antebrazo”. 
De igual forma, ordenó a la Secretaría de Desarrollo Social y Político de Pereira ingresarlo en la base de datos del SISBEN, y por tanto remita en las fechas establecidas en la Resolución N° 473 de diciembre 19 de 2016 la documentación necesaria al DNP para que sea validada en esa plataforma informática, en la que se encuentra la población elegible y prioritaria para ser beneficiaria de los subsidios en salud, y una vez efectuado ese trámite de acuerdo con la capacidad del sistema le asigne una EPS del régimen subsidiado.
4.- IMPUGNACIÓN

La Secretaria de Salud del Departamento impugnó la decisión emitida por la primera instancia, con fundamento en los siguientes argumentos:
Las patologías que presenta el actor fueron consecuencia de un accidente de tránsito, y por ello la prestación de los servicios de salud que requiera en relación con la colisión sufrida tienen que ser atendidos por la IPS respectiva con cargo al Seguro Obligatorio de Accidentes de Tránsito SOAT, y no por la entidad territorial departamental que representa.
Si bien es cierto el accionante figura actualmente retirado del sistema de salud, y la población no afiliada tiene derecho a ser atendida por la entidad territorial competente a través de la red pública y privada con la que tenga contrato con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, componente destinado a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda, también lo es que cuando se trata de accidentes de tránsito la atención es responsabilidad del SOAT hasta su cobertura, y una vez superado ese valor, cuando se requieren procedimientos y/o tratamientos para la atención integral necesaria y rehabilitación, debe aplicarse el Decreto 074/10, por medio del cual se introducen modificaciones al esquema actual de reconocimiento y pago de la atención a las víctimas de accidentes de tránsito, con el fin de centrar en las aseguradoras administradoras del SOAT, las coberturas que se cubren actualmente con cargo a ese seguro, la responsabilidad de la administración del fondo del seguro de accidente de tránsito FONSAT y una cobertura con cargo a dicho fondo, adicional al que venían realizando con cargo a los recursos del SGSS.
Itera que esa secretaría no es una institución prestadora de servicios, y la cobertura adicional corresponde con cargo a FONSAT de 600 smlmv, por lo que le asiste razón al FONSAT de atender de inmediato lo requerido por el accionante sin que proceda el recobro ante ese ente territorial.

Solicita modificar, adicionar o aclarar, según corresponda, el aparte del artículo impugnado y exonerar o desvincular a esa secretaría de cualquier responsabilidad en la vulneración de los derechos invocados por el accionante, ya que no es la llamada a brindar los requerido por el accionante, y ordenar al FONSAT brindar la atención que requiere.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), según las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
De conformidad con lo expuesto en el escrito de impugnación, corresponde a esta instancia determinar si a la Secretaría de Salud Departamental del Risaralda le corresponde brindar la atención médica que requiere el accionante, pese a tratarse de un servicio derivado de un accidente tránsito.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso en estudio el juez de primera instancia, luego del análisis previo, consideró que en el caso del señor JEFFERSON VARGAS MENESES, quien sufrió un accidente de tránsito, existía vulneración de su derecho fundamental a la salud, al no efectuársele la cirugía de “reducción abierta de fractura en diáfisis de cubito y radio con fijación interna de dispositivos de fijación u osteosíntesis”, ordenada por su médico tratante, y en esa medida determinó que la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda debía garantizar la realización del citado procedimiento, así como el tratamiento integral derivado del diagnóstico dado a raíz de las lesiones sufridas en el siniestro, “traumatismo superficial de la cabeza, de otras partes del torax, del abdomen, de la región lumbrosacra y de la pelvis, y del antebrazo”, toda vez que se agotó la cobertura del SOAT y no se encuentra afiliado a ninguna EPS. 

De igual forma, en virtud de que el tutelante ya fue encuestado con el propósito de ser vinculado al SISBEN, se le ordenó a la Secretaría de Desarrollo Social y Político que remita en las fechas establecidas en la Resolución N° 473 de diciembre 19 de 2016 la documentación necesaria al DNP para que sea validada en esa plataforma informática, en la que se encuentra la población elegible y prioritaria para ser beneficiaria de los subsidios en salud, y una vez efectuado ese trámite de acuerdo con la capacidad del sistema le asigne una EPS del régimen subsidiado.

La Secretaria de Salud del Departamento se mostró inconforme con la determinación, toda vez que considera que la prestación debe ser asumida con cargo al seguro SOAT, teniendo en consideración lo establecido en el Decreto 074/10, por medio del cual se creó una cobertura adicional por cuenta del Fondo del Seguro de Accidentes de Tránsito-FONSAT, y por tanto a dicho fondo le corresponde cubrir el costo de los servicios requeridos por el accionante.

Si bien en cierto le asiste razón a la entidad en cuanto a la modificación de los recursos a cargo del SOAT, en este caso se tiene que el actor pese a que fue víctima de un accidente de tránsito, y el agente oficioso que representa sus intereses afirmó en la demanda que la falta de atención se debía al agotamiento de los recursos del seguro obligatorio, dentro del trámite no quedó establecido con claridad que éste realmente cuente con un seguro SOAT que lo ampare, puesto que SEGUROS MUNDIAL, entidad que figura en los documentos allegados en el escrito de tutela como aseguradora y que fue vinculada a esta actuación, indicó que no se ha hecho ninguna reclamación ante esa empresa, y desafortunadamente la Clínica Pinares Médica, institución que se negó a brindar la atención al actor, no se pronunció durante el término de traslado en aras de aclarar la situación.
Ante esa indeterminación no puede dejarse desprotegido el accionante, quien requiere de la protección de su derecho a la salud, para que de manera urgente se le brinde el servicio que fue solicitado mediante este amparo, en aras de continuar con su tratamiento médico, y los que a futuro le sean ordenados en razón la patología que padece actualmente.
En esas condiciones, al haberse acreditado que el señor JEFFERSON VARGAS MENESES no está afiliado a ninguna EPS, y apenas hace poco se diligenció la documentación necesaria para ser incluido en la base de datos del SISBEN, es la Secretaría de Salud Departamental la que debe prestarle las atenciones que requiere por intermedio de las instituciones con las que tenga contrato para tal efecto, y con cargo a los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, componente destinado a la prestación de los servicios de salud a la población pobre en lo no cubierto con subsidios a la demanda. Y en el evento de determinarse que la póliza existe y no se han superado los topes de cobertura, puede efectuar el correspondiente recobro a la aseguradora respectiva.
Acorde con lo brevemente expuesto, se procederá a confirmar en su integridad la sentencia de tutela objeto del presente recurso.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
Página 1 de 9

